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LUZ EDITH GOMEZ PALACIOS, mayor de edad identificada con cedula de ciudadanía 
número 46.673.450 de Duitama, portadora de la tarjeta Profesional número 182.536 del 
Consejo Superior de la Judicatura obrando como apoderada judicial del señor MANUEL 
BARAJAS mayor de edad, con domicilio y residencia en el municipio de Támara 
Casanare, identificado con cedula de ciudadanía número 74’852.610 de Támara 
Casanare; por medio del presente escrito, acudo ante su Despacho, estando dentro del 
término indicado por la ley ah fin de interponer RECURSO DE REPOSICIÓN y en 
subsidio APELACIÓN frente al auto que aprueba el avaluó comercial del inmueble 
objeto de ejecución dentro del proceso de la referencia de fecha 30 de marzo de 2023 
notificado en el estado del 31 de marzo del 2023, para que la decisión se revoque, 
reforme, modifique o aclare, y si ello no pasa, en apelación ante el superior decida lo 
pertinente. 
 
Recurso que sustento, mediante las siguientes 
 

CONSIDERACIONES: 
 

1. En la providencia de fecha 23 de febrero del año en curso se ordena solicitar al 
señor Registrador de Instrumentos Públicos de Paz de Ariporo y al señor Director 
del Instituto Geográfica Agustín Codazzi, que se sirvan ordenar a quien 
correspondan se cambie la dirección del predio distinguido con el folio de 
matrícula inmobiliaria número 475 – 13865, y se inscriba la actual nomenclatura 
que es Carrera 8 número 5 – 17 Barrio Centro, del inmueble, embargado, 
secuestrado y avaluado dentro del proceso de la referencia de conformidad con 
la certificación expedida por el señor Secretario de Planeación, Desarrollo 
Económico Ambiental y Control Interno de Támara. A la fecha de la providencia 



de fecha 30 de marzo de 2023 no obra en el expediente prueba alguna que 
determine si se realizó la actualización de la nomenclatura del inmueble tal como 
se indico en la providencia del pasado 23 de febrero del año en curso, por lo que 
no existe plena certeza en la identificación y ubicación del inmueble objeto del 
avalúo comercial aprobado mediante la providencia objeto de reposición. 
 

2. De igual forma el auxiliar de la justicia el doctor JORGE URIEL VEGA VEGA en 
ningún momento aclaro ni complemento el dictamen aportado al expediente tal 
como se indica en la providencia de fecha 30 de marzo del 2023, la cual es objeto 

de reposición. El auxiliar de la justicia en mención en escrito que enuncio 
como aclaración y complementación No despejan las ecuaciones 
matemáticas indicadas por él en su experticia con las que se determinó el 
avalúo comercial del inmueble indicadas textualmente en el Subtítulo que 
denomino ANÁLISIS DE LA OFERTA DENTRO DEL SECTOR: “Para el 
método de comparación del mercado se utiliza las siguientes fórmulas 1 
Media Aritmética: (x): Es el número que se obtiene de dividir la suma de las 
observaciones por el número de ellas. Se formaliza mediante la siguiente 
expresión matemática. En donde = Indica media aritmética 0 Signo que 
indica suma N= número de casos estudiados= Valores obtenidos en la 
encuesta. 2. Desviación estándar: (S): Se define como la raíz cuadrada de 
la suma de las diferencias de los valores de la encuesta con respecto a la 
media aritmética elevada al cuadrado y el resultado dividido por el número 
de casos estudiados; N. Esta definición se formaliza con la siguiente 
expresión: En donde = Media aritmética = Dato de la encuesta. N= Número 
de datos de la encuesta cuando el número de casos (N) es pequeño 
(menos de 10 observaciones) se emplee N-1 como denominador.3 
Coeficiente de variación. (V): Se define como la relación (división) que 
existe entre la desviación estándar y la media aritmética multiplicada por 
100 Esta definición se puede expresar en la siguiente expresión en donde: 
V = coeficiente de variación S = desviación estándar. X = media aritmética.”. 
No obstante, no indicó cuáles fueron el número de casos estudiados, 
valores obtenidos en la encuesta, datos de la encuesta, así como tampoco 
desarrolla dicha formula que obtuvo en razón de esa investigación 
indirecta, ni los relacionó y mucho menos los anexo al dictamen. Esta 
omisión impide establecer si los predios tenían similares características al 
inmueble objeto del dictamen pericial y si su valor era comparable.  Soló 
incluyó apreciaciones subjetivas que no sustentó con ningún elemento de 
juicio que repose en el expediente. 



 

3. Así como No aclara los aspectos solicitados en el escrito que descorre el 
traslado de dicho avalúo tales cómo la manifiesta textualmente “El inmueble 
no está afectado por circunstancias adversas que puedan incidir 
negativamente en su valorización o comercialización en un tiempo 
prudencial …”  Al emitir dichas conclusión olvido analizar la condición de 
vulnerabilidad de mi representado el señor MANUEL BARAJAS y su 
núcleo familiar es víctima de la violencia ya que fue desplazado por la 
violencia, razón por la cual como reparación integral el municipio de 
Támara Casanare, mediante la escritura pública número 603 del 01 de 
agosto del 2005 de la notaría única de paz de Ariporo, de conformidad con 
lo indicado en el acuerdo número 93 -002 C.M. y el decreto reglamentario 
número 001 de 1992, mediante la resolución número 012 del 2004 de abril 
28 del 2004, le adjudico el inmueble objeto de ejecución, mi representado 
mediante la Resolución 2016-23778 fue inscrito en el registro único de 
víctimas del conflicto armado.  
 

4. Por consiguiente el derecho a la vivienda debe ser protegido por él Estado, 
cuando dadas las circunstancias particulares de debilidad manifiesta en 
que se encuentra quien la posee, es o puede ser injustamente despojado 
de ella y con ello se afecta su mínimo vital o el de su familia, con el fin de 
otorgar una protección definitiva o transitoria, aun tratándose de relaciones 
contractuales entre particulares, cuando por la acción o la omisión de quien 
abusando de su posición dominante y vulnerando el principio de confianza 
legítima, coloca a quien se encuentra en estado de debilidad manifiesta en 
condiciones de perder la propiedad de la vivienda en la que habita.  
 

5. El señor perito omitió investigar los alcances de la ley 1448 del 2011 ley de 
reparación de víctimas y restitución de tierras, ley por medio de la cual se 
establecieron medidas de atención, asistencia y reparación integral a las 
víctimas del conflicto armado interno y se dictan disposiciones 
especiales de las Garantías de No Repetición son las medidas 
implementadas por el Estado que comprometen a la sociedad en su 
conjunto para que las violaciones a los Derechos Humanos e Infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario nunca vuelvan a ocurrirle a una 
víctima como es el caso del señor MANUEL BARAJAS quien por su estado 
de salud se encuentra en estado de vulnerabilidad y a punto de ser 



despojado nuevamente del único inmueble en el cual vive con su hija y 
nieta menor de edad, quienes no cuentan con los recursos adquirir otro 
inmueble para vivir en condiciones dignas, aspectos que se debieron tener 
en cuenta al momento  al momento de emitir las apreciaciones del avalúo 
y las conclusiones indicadas en el mismo. 
 

6. Olvidando que el Estado debe garantizar los derechos de la población víctima 
del desplazamiento, especialmente, el derecho a la vivienda adecuada, al 
disfrute pacífico de los bienes a la reparación e incluso a la protección en contra 
del desplazamiento, además de que, desde un punto de vista práctico, favorecen 
la generación de circunstancias propicias para evitar la consumación del 
desplazamiento y la superación de la condición de desplazado. No sólo 
motivaciones bélicas sino meramente económicas han provocado la 
acentuación de este fenómeno, particularmente en zonas ricas para el cultivo, la 
producción, y distribución de variados bienes y servicios, actividades que 
demandan la utilización de vastas extensiones de tierra y recursos naturales a 
disposición de individuos y comunidades que resultan forzadas a la migración, 
confinamiento o resistencia. 
 

7. Adicionalmente se ha constatado la agravación de las condiciones materiales de 
quienes, a más de ser desplazados, han sido privados de sus fuentes de 
sostenimiento tras haber perdido cualquier posibilidad de acceso a la tierra y los 
bienes en conjunción con los cuales laboraban y obtenían beneficios 
productivos, pues la mayor parte de la población víctima del desplazamiento está 
representada por personas que vivían y dependían del campo, lo que 
evidentemente ha limitado sus alternativas de generación de ingresos.  
 

8. El despojo del patrimonio del señor MANUEL BARAJAS significó a la vez 
pérdida del hábitat, destrucción de parte de los activos productivos y abandono 
del territorio al cual pertenecían su núcleo familiar. Con el desplazamiento 
forzado se produce a mí poderdante una pérdida repentina, y generalmente total, 
del patrimonio y una interrupción abrupta de la posibilidad de emplear la 
experticia laboral desarrollada, al pasar el desplazado de la noche a la mañana, 
de un ámbito rural a un ámbito urbano en donde quedan inhabilitadas la mayor 
parte de sus capacidades para obtener ingresos. Con fundamento en lo cual se 
concluyó que “puede afirmarse que el señor MANUEL BARAJAS y su núcleo 
familiar que vivían y trabajaban en el campo han sufrido un triple proceso 
simultáneo de desarraigo (desterritorialización), de despojo (pérdida patrimonial) 
y de inhabilitación laboral.   



 
9. Dado el complejo cuadro económico y de salud de mi poderdante el señor 

MANUEL BARAJAS se acude ante el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE TAMARA mediante un memorial radicado dentro del proceso de la referencia 
para que sean protegidos los Derecho Constitucional de mí poderdante, tales 
como A LA VIVIENDA DIGNA, DERECHO A LA SALUD, DERECHO A LA 
VIDA, y DERECHO A UN MÍNIMO VITAL DIGNO, que como persona en 
condiciones de Debilidad Manifiesta goza de PROTECCIÓN ESPECIAL 
CONSTITUCIONAL, según: - Fallo de Tutela 0421 de junio 12 de 2019, juzgado 
27 Civil Municipal de Bogotá - Fallo de Tutela 0|0881 de Agosto 20 de 2019, 
Juzgado 31 Civil Municipal de Bogotá. 
 

Acuerdo textualmente indica …“dada la condición actual del señor MANUEL 
BARAJAS, de Debilidad Manifiesta con Protección Especial Constitucional, el 
inmueble que se identifica con matrícula inmobiliaria número 475-13865 y código 
catastral número 85400010000000017001800000000, código predial número 01-00-
00-00-0017-0018-0-00-00-0000, bien inmueble que le fue adjudicado a él y su 
núcleo familiar por ser víctima de la violencia, ya que fue desplazado por la 
violencia, razón por la cual como reparación integral el municipio de Támara 
Casanare, mediante la escritura pública número 603 del 01 de agosto del 2005 de 
la notaría única de paz de Ariporo, de conformidad con lo indicado en el acuerdo 
número 93 -002 C.M. y el decreto reglamentario número 001 de 1992, mediante 
la resolución número 012 del 2004 de abril 28 del 2004, le adjudico el inmueble 
objeto de ejecución, mi representado mediante la Resolución 2016-23778 fue 
inscrito en el registro único de víctimas del conflicto armado. 
 
Es el único bien constituyente de su patrimonio familiar y es el único sitio en el 
que el señor MANUEL BARAJAS y su núcleo familiar podrían subsistir. El 
perderlo en Remate Público significaría el no tener un sitio digno para vivir y por 
tanto sería una violación al Derecho al Mínimo Vital y al Derecho a una Vivienda 
Digna. reconocido por el artículo 51 de la Constitución Política de Colombia, 
con el propósito de evitar un perjuicio irremediable para mi poderdante; por medio 
del presente documento me permito aportar un Formula de Pago de la obligación 
de la referencia, el cual se regirá por los términos indicados del Artículo 553. 
Acuerdo de pago C.G.P. y las siguientes Clausulas: 
 
PRIMERA: Deuda- EL DEUDOR poseen con el acreedor una obligación 
equivalente a TREINTA MILLONES DE PESOS MONEDA CORRIENTE, ($ 
30’000.000), discriminados así: Capital VEINTINCINCO MILLONES 
OCHOCIENTOS MIL PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 25’800.000); Intereses 
moratorios y costas procesales CUATRO MILLONES DOCIENTOS MIL PESOS 
MONEDA CORRIENTE ($ 4’200.000).  
SEGUNDA: La obligación relacionada se encuentra en una letra de cambio título 
valor objeto de ejecución, EL ACREEDOR instauro un proceso ejecutivo contra 
EL DEUDOR. El proceso cursa en el Juzgado Promiscuo Municipal de Támara 



Casanare, estando embargado el inmueble que se identifica con matrícula 
inmobiliaria número 475-13865 y código catastral número 
85400010000000017001800000000, código predial número 01-00-00-00-0017-
0018-0-00-00-0000 bien inmueble que le fue adjudicado al señor MANUEL 
BARAJAS y su núcleo familiar por ser víctima de la violencia, ya que fue 
desplazado por la violencia, razón por la cual como reparación integral el 
municipio de Támara Casanare, mediante la escritura pública número 603 del 01 
de agosto del 2005 de la notaría única de paz de Ariporo, de conformidad con lo 
indicado en el acuerdo número 93 -002 C.M. y el decreto reglamentario número 
001 de 1992, mediante la resolución número 012 del 2004 de abril 28 del 2004, le 
adjudico el inmueble objeto de ejecución, mi representado mediante la Resolución 
2016-23778 fue inscrito en el registro único de víctimas del conflicto armado. 
 
TERCERA: Acuerdo de Pago – Debido a la difícil situación económica de EL 
DEUDOR el señor MANUEL BARAJAS, quien padece desde el año 2003 una 
serie de afectaciones a su salud que le han impido tener un trabajo estable para 
cubrir los gastos de su núcleo familiar y los de sus padecimientos médicos, así 
como los honorarios de abogado para que le realizara la defensa técnica y jurídica 
de sus derechos dentro del proceso ejecutivo 2018-0021 del Juzgado Promiscuo 
Municipal de Támara Casanare, afectaciones medicas que se han venido 
agravando a lo largo del tiempo. EL ACREEDOR ha decidido acordar con la una 
forma de pago de la obligación relacionada, dejando en claro y de manera expresa 
que este arreglo o convenio de pago de ninguna manera constituye novación o 
alguna otra figura que importe extinción de la obligación objeto del arreglo.  
 
CUARTA: Convenio – Los términos del arreglo se acuerdan como se expresa a 
continuación: a) la obligación se cancelará en un término de 36 meses, 
cancelando 10 cuotas de TRES MILLONES DE PESOS ($3’000.000) cada tres 
meses; b) La primera cuota se cancelará el día 05 de septiembre del año 2022, la 
segunda cuota se cancelara el día 05 de diciembre del año 2022, la tercera cuota 
se cancelara el día 05 de marzo del año 2023, la cuarta cuota se cancelara el día 
05 de junio del año 2023, la quinta cuota se cancelara el día 05 de septiembre del 
año 2023, la sexta cuota se cancelara el día 05 de diciembre del año 2023, la 
séptima cuota se cancelara el día 05 de marzo del año 2024, la octava cuota se 
cancelara el día 05 de junio del año 2024, la novena cuota se cancelara el día 05 
de septiembre del año 2024, la décima cuota se cancelara el 05 de diciembre del 
año 2024.  
 
QUINTA: Suspensión del Proceso – EL ACREEDOR se compromete a colaborar 
con EL DEUDOR para lograr la suspensión del proceso ejecutivo 2018-0021 del 
Juzgado Promiscuo Municipal de Támara Casanare, por periodos sucesivos de 
cada seis (6) meses, condicionando este compromiso al debido cumplimiento de 
las obligaciones que por este convenio surgen a cargo DEL DEUDOR.  
SEXTA: Condición Resolutoria – El incumplimiento de una de cualquiera de las 
obligaciones que contrae EL DEUDOR, deja en libertad AL ACREEDOR para 
continuar, ipso-facto, el cobro ejecutivo de la obligación, sin que deba mediar 
reconvención alguna.” …   



 

10. Acuerdo que fue puesto en conocimiento por el Juzgado al ejecutante dentro del 
proceso de la referencia el señor JOSE TOMAS CHAPARRO quien no acepto la 
propuesta de pago realizada por mi poderdante el señor MANUEL BARAJAS 
quien a pesar de su condición de vulnerabilidad y desempleo tenía la intención 
de cumplir en caso de que impartirse aprobación. 
 
Acuerdo que se presentó teniendo en cuenta que el inmueble objeto de embargo 
y secuestro dentro del proceso de la referencia, es el único bien constituyente 
de su patrimonio familiar y es el único sitio en el que el señor MANUEL 
BARAJAS y su núcleo familiar podrían subsistir. El perderlo en Remate Público 
significaría el no tener un sitio digno para vivir y se ocasionaría un perjuicio 
irremediable y la vulneración al derecho fundamental de la vida en condiciones 
dignas en conexidad con el derecho a la vivienda reconocido por el artículo 51 
de la Constitución Política de Colombia. 
 

11. Si la restitución fue conceptuada como “devolver a la víctima a la situación 
anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos 
humanos o la violación grave del derecho internacional humanitario” obligación 
que estaría representada, de nuevo de acuerdo con las circunstancias fácticas 
y jurídicas, “el restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos 
humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de 
residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes.” La 
indemnización, por su parte, ha de representar una compensación adecuada y 
proporcional frente a “todos los perjuicios económicamente evaluables que sean 
consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario.”  La rehabilitación debe incluir la atención médica y psicológica, así 
como servicios jurídicos y sociales; la satisfacción, de ser procedente y 
pertinente, una serie de medidas que conduzcan a la reparación efectiva de la 
verdad y la memoria de las víctimas; y las garantías de no repetición estarán 
orientadas por el propósito de prevenir la consumación de nuevas violaciones 
de esa índole. 
  

12. Cabe hacer énfasis en la incidencia de estas medidas de protección en el 
desarrollo y conclusión satisfactoria de los procesos de retorno, pues asegurarle 
a la población beneficiaria la tenencia de la tierra, estimula su participación 
efectiva en los mismos. De esta forma, dichas medidas no sólo fomentan la 
prevención del desplazamiento sino también el retorno de las personas que han 
sido víctimas de este fenómeno, lo que reafirma la necesidad de que un 



programa de retorno incluya un componente que garantice la restitución de 
tierras como instrumento para asegurar el cabal cumplimiento del deber y el 
derecho a la reparación e incentivar al tiempo, el regreso de quienes ya han sido 
objeto de este flagelo. 
 

13. Ahora, el análisis de los instrumentos internacionales aplicables demanda una 
aproximación preliminar a la naturaleza de la figura con el propósito de tener una 
idea clara de derechos, deberes y principios pertinentes en el caso concreto. El 
sistema de que se trata está comprendido por una serie de medidas cautelares 
que son dispuestas a raíz de la declaratoria de desplazamiento efectivo o de 
riesgo inminente de desplazamiento dentro de una zona determinada, por parte 
del Comité Municipal, Distrital o Departamental de Atención Integral a la 
Población Desplazada, a fin de evitar el despojo, el abandono o la enajenación 
forzada e ilegal de bienes inmuebles en el área de declaratoria. 
 

14. Así que, de forma subsecuente, además de favorecer condiciones que 
desestimulen el desplazamiento y sus manifestaciones, conforme las 
constataciones fácticas, en lo que tiene que ver con el goce del derechos y el 
cumplimiento de obligaciones superiores, estas medidas permiten: i) favorecer 
la materialización de un componente esencial de la reparación, es decir, la 
restitución; ii) asegurar el goce efectivo de los derechos a la propiedad, a la 
vivienda digna y adecuada, al disfrute pacífico de los bienes y a la seguridad en 
la tenencia; y finalmente iii) generar condiciones propicias para el retorno. El 
deber de reparar a las víctimas de graves violaciones de los derechos humanos 
y el correlativo derecho en titularidad de quienes han sufrido tales flagelos deriva 
de los artículos 1, 13 y 93 y 90 de nuestra Constitución Política además de 
múltiples instrumentos sobre derechos humanos y derecho internacional 
humanitario. 
 

15. Existe actualmente un amplio consenso internacional sobre la definición de la 
reparación por violaciones a los derechos humanos que esencialmente ha sido 
entendida como un derecho del que son titulares todas las personas que han 
sufrido un daño como resultado de una conducta antijurídica que no se 
encontraban en el deber de soportar, razón que los hace merecedores de una 
reparación integral por el daño causado. Este derecho comprende tanto las 
medidas destinadas a la satisfacción de la verdad y de la memoria; las orientadas 
a la restitución e indemnización; la rehabilitación por el daño causado; así como 
garantías de no repetición de los crímenes que lo provocaron.  
 



Los Principios de las Naciones Unidas para la protección y la promoción de los 
derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad es un instrumento que 
comprende los estándares para la reparación integral de las víctimas de 
violaciones de derechos humanos que reconoce como componentes necesarios 
de la misma: i) la restitución, ii) la indemnización, iii) la rehabilitación, iv) la 
satisfacción y v) las garantías de no repetición. Esta misma clasificación es la 
consignada en el Estatuto de Roma] y concuerda con la empleada por esta Alta 
Corporación. 
 

16. Dentro de la multiplicidad de instrumentos internacionales que reproducen esta 
categorización, son los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y 
del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones los que desarrollan de manera más prolija los referidos 
componentes. 
Ahora, naturalmente, la reparación de un daño debe estar ajustada a las 
características del mismo y de las víctimas de que se trate, lo que hace 
ostensible la necesidad de que el daño provocado por el desplazamiento sea 
reparado, prima facie, mediante la restitución. 
 
Tal afirmación encuentra asidero en el texto de los Principios Pinheiro sobre la 
Restitución de las Viviendas y el Patrimonio de los Refugiados y las Personas 
Desplazadas, adoptado por la Sub-Comisión de Protección y Promoción de los 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas en agosto de 2005. Todo el 
contenido de este instrumento se basa en los derechos al retorno y a la 
restitución, por mandato de los cuales el Estado tiene la obligación de asegurar 
a las personas víctimas del desplazamiento el restablecimiento de sus bienes 
inmuebles y el regreso efectivo a sus lugares de origen en condiciones de 
seguridad, dignidad y voluntariedad. 

  
17. Este conjunto de mandatos, elaborado por la Subcomisión de Protección y 

Promoción de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, constituye una 
guía para todos los actores y sujetos involucrados en el tratamiento de los 
asuntos que desde el  punto de vista jurídico y técnico engloban la temática 
general de la restitución de viviendas, tierras y patrimonio frente a privaciones 
ilegales y arbitrarias de los “hogares, tierras, bienes o lugares de residencia 
habitual, independientemente de la naturaleza del desplazamiento o de las 
circunstancias que lo originaron”. 
 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-699A-11.htm#_ftn83


El mandato principal con cimiento en el cual es desarrollado todo el texto es el 
reconocimiento de que ninguna situación de hecho puede legitimar el 
despojo o la adquisición arbitraria e ilegal de los hogares, tierras o 
patrimonio de que son titulares desplazados o refugiados, lo que obliga a la 
restitución de los mismos cuando ello tuviere lugar. En esta medida, “(…) los 
Principios reconocen la naturaleza del derecho a la restitución de la vivienda o 
el patrimonio como una preocupación fundamental de los Estados y de la 
comunidad internacional y, en última instancia, como un elemento fundamental 
de una paz duradera y un desarrollo sostenible.”  
 

18. El desalojo o la privación arbitraria o ilegal de la vivienda, la tierra o el patrimonio 
en titularidad de una persona víctima del desplazamiento forzado aparejan el 
derecho, que configura una obligación estatal, de ser restituido en la mayor 
medida de las posibilidades fácticas y jurídicas, de no ser posible lo cual, tendría 
lugar la indemnización. Ha de enfatizarse que los Estados darán prioridad de 
forma manifiesta al derecho de restitución como medio preferente de reparación 
en los casos de desplazamiento y como elemento fundamental de justicia 
restitutiva. El derecho a la restitución de las viviendas, las tierras y el patrimonio 
es un derecho en sí mismo y es independiente de que se haga o no efectivo el 
regreso de los refugiados y desplazados a quienes les asiste ese derecho.  
 
Además de lo que tiene que ver con el derecho a la restitución, la edificación de 
estas medidas representa una garantía a los derechos a la igualdad y a la no 
discriminación, a la seguridad jurídica de la tenencia, a la propiedad, al disfrute 
pacífico de los bienes y a la protección contra el desplazamiento. 
 

19. Reiterada jurisprudencia de las Altos Tribunales, el juicio de proporcionalidad en 
sentido amplio tiene lugar cuando dos o más derechos fundamentales o 
principios superiores entran en colisión, lo que demanda la elaboración de un 
ejercicio de ponderación que permita fijar el sentido y alcance adecuado de los 
mandatos involucrados en el caso concreto, tarea que comprende su 
observación conforme los criterios de necesidad, razonabilidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. De esta forma, la aplicación del principio de 
proporcionalidad pretende la menor afectación posible de los intereses jurídicos 
en juego con base en la adecuada configuración de la relación medio-fin.   
 
Los demás derechos que sustentan la adopción de estas medidas, resultan 
evidentes que tanto la protección contra el desplazamiento forzado como 
la seguridad en la tenencia, derechos intrínsecamente relacionados, tienen la 
virtualidad de resultar efectivamente amparados en desarrollo de las medidas de 



protección de tierras y patrimonios. La seguridad en la tenencia, que está 
representada por el determinado grado de certeza que se genera en virtud de la 
existencia de mecanismos legales dirigidos a la protección de los bienes frente 
a desalojos forzosos, amenazas, hostigamientos y en general cualquier 
injerencia arbitraria e ilegal, constituye al tiempo la principal forma de preservar 
la protección frente al desplazamiento forzado. Ha de aclararse que la seguridad 
en la tenencia constituye un componente del derecho a la vivienda, lo que 
justifica que su espectro de protección no esté dirigido de manera excluyente a 
las relaciones de propiedad, sino que también abarca las relaciones que la tierra 
o la vivienda que estén sostenidas en otros vínculos como la posesión, la 
ocupación o la mera tenencia, que son las modalidades igualmente amparadas 
por las susodichas medidas de protección de tierras y patrimonio.  

  
20. En el contexto interno, el primer mandato de protección reforzada a favor de la 

población desplazada derivada del artículo 2° de la Carta, de acuerdo con el cual 
son fines esenciales del Estado colombiano, entre otros, garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes constitucionales, en razón de lo cual se 
faculta a las autoridades de la República para proteger “a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos 
y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado 
y de los particulares”, mandato que igualmente respalda la edificación y 
ejecución de las medidas en cuestión. 
 
Igualmente, involucrado está el derecho a la propiedad, reconocido en los 
artículos 58 y 64 constitucionales y en múltiples instrumentos internacionales de 
derechos humanos, los cuales le han conferido una naturaleza iusfundamental y 
han visto en su satisfacción, de manera correlativa, un deber ineludible por parte 
del Estado. Así lo establecen, entre otros, la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
 
El primero dispone en su artículo 17 que “toda persona tiene derecho a la 
propiedad, individual y colectivamente”; la Convención Americana, por su parte, 
prescribe en su artículo 21 que “toda persona tiene derecho al uso y goce de sus 
bienes (…) Ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante 
el pago de una indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés 
social y en los casos y según las formas establecidas por la ley”; mientras que 
en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos se establece que “toda persona que 
se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a circular 
libremente por él y a escoger libremente en él su residencia.”  



  
21. De todas formas, la interrelación e interdependencia propias de los derechos 

humanos hacen de los desalojos forzosos situaciones que acarrean la violación 
de múltiples derechos, entre otros, la vida, la seguridad personal, el derecho a 
la no injerencia en la vida privada, la familia y el hogar, y el derecho a disfrutar 
en paz de los bienes propios.”  
 
Así mismo, de manera enfática en relación con la temática del desplazamiento, 
hay varios instrumentos de soft law  de indiscutible incidencia. El más destacado 
de ellos, el informe E/CN.4/1998/Add. 2, que comprende los Principios rectores 
de los Desplazamientos Internos –Principios Deng-, denominado así porque fue 
presentado en 1998 por el Representante Especial del secretario general de las 
Naciones Unidas para la cuestión de los desplazados internos a la Comisión de 
Derechos Humanos, Francis M. Deng. 
 
En suma, tales medidas se erigen en instrumentos idóneos para la garantía de 
múltiples derechos de entidad fundamental en titularidad de la población 
desplazada, esencialmente, los derechos a la reparación, al disfrute pacífico de 
los bienes, a la propiedad, a la vivienda digna y a la protección frente al 
desplazamiento forzado, razón por la cual su limitación o desconocimiento 
únicamente están autorizados con sustento en argumento de interés general, 
que serán valorados por una autoridad judicial y administrativa competente, 
previo el reconocimiento de la correspondiente indemnización. 

 
 

22. En líneas generales el sistema de protección patrimonial y de tierras de la 
población desplazada ha sido estructurado alrededor de determinados 
mandatos y propósitos superiores que obligan al Estado a concretar esfuerzos 
que permitan impedir la materialización del despojo, el abandono o la pérdida de 
las tierras e inmuebles que detentaba –tanto a título de propiedad, como de 
posesión, ocupación o tenencia- la población afectada del desplazamiento o que 
está en riesgo de serlo, así como asegurar condiciones favorables para el 
retorno y la reparación de las víctimas. 
 
Para el efecto, de acuerdo con la pluralidad de normas que regulan la materia, 
una vez emitida la declaratoria de desplazamiento o riesgo del mismo, se 
dispone una suerte de medidas cautelares que condicionan las posibilidades de 
concretar cualquier tipo de acto jurídico respecto de los bienes objeto de 
protección, lo que al tiempo desestimula el accionar de algunos sujetos que 
promueven el desplazamiento. 



 
  

PETICIONES: 
 
 
PRIMERA: Por las consideraciones que preceden solicito se reponga y revoque el auto 
de fecha 30 de marzo del 2023 por medio del cual se aprueba el avaluó comercial del 
inmueble distinguido con el folio de matrícula inmobiliaria número 475 – 13865.  
 
Solicito se determine si el inmueble distinguido con folio de matrícula inmobiliaria 
número 475 – 13865 y código catastral número 85400010000000017001800000000, 
código predial número 01-00-00-00-0017-0018-0-00-00-0000, es objeto de protección 
especial que condiciona la posibilidades de concretar cualquier tipo de acto jurídico; por 

haber sido adjudicado a mi representado el señor MANUEL BARAJAS quien 
mediante la Resolución 2016-23778 fue inscrito en el registro único de víctimas 
del conflicto armado a quien como reparación integral el municipio de Támara 
Casanare, mediante la escritura pública número 603 del 01 de agosto del 2005 
de la notaría única de paz de Ariporo, de conformidad con lo indicado en el 
acuerdo número 93 -002 C.M. y el decreto reglamentario número 001 de 1992, 
mediante la resolución número 012 del 2004 de abril 28 del 2004. 
 
SEGUNDA: Solicito se oficie a la Mesa de Tierras de la Comisión de Seguimiento de la 
sentencia T-025 de 2004, a la Procuraduría Ambiental y Agraria, a la Consultoría para 
los Derechos Humanos y el Desplazamiento –CODHES- (Bogotá, carrera 6° N°34-62), 
al Centro de Estudios de Derecho Justicia y Sociedad –DEJUSTICIA- (Bogotá, carrera 
24 No. 34 – 61), al Centro de Investigaciones Socio jurídicas de la Universidad de Los 
Andes (Bogotá, Carrera 1 # 18 A - 70, Edificio RGC, tercer piso) y al Programa de 
Iniciativas Universitarias para la Paz y la Convivencia de la Universidad Nacional de 
Colombia para que, si lo consideran oportuno, remitan dentro del término de diez días 
siguientes a la comunicación del auto, escrito que contenga un concepto sobre las 
medidas previstas en la normatividad para la protección de las tierras de la población 
desplazada y la importancia de las mismas. 
 
 

TERCERA: Solicito se de aplicación Artículo 445. Beneficio de competencia al señor 
MANUEL BARAJAS sobre el inmueble objeto de avaluó; beneficio que se aplica 
cuando una persona es deudora y no tiene para cancelar sus deudas puede hacer uso 
de una figura jurídica establecida en el código civil, mediante la cual no será obligado 
a más de lo que este dentro de sus posibilidades y además se le debe dejar lo que 



necesita para subsistir. Solicito se conceda el beneficio de competencia indicado en el 
artículo 445 del Código General del Proceso, teniendo en cuenta que el bien inmueble 
identificado con folio de matrícula inmobiliaria 475-13865 código catastral número 
854000100000000170018000000000, avaluado dentro del proceso de la referencia es 
el único patrimonio de mí poderdante. Solicito se reconozca y se determine que debe 
dejarse para su modesta subsistencia y se ordene su desembargo para evitar la 
ocurrencia del perjuicio irremediable a mi representado el señor MANUEL BARAJAS 
y su núcleo familiar.  

 
CUARTA: De no ser objeto de reposición y revocado el auto de fecha 30 de marzo del 
2023, solicito se conceda el RECURSO DE APELACIÓN ante el superior Jerárquico 
para que decida lo que  
corresponda. 

ANEXOS 
 

 

• Historia medica de mi poderdante.  
• Certificación de afiliación al SISBEN de mi poderdante.  
• Resolución 2016-23778 inscripción en el registro único de víctimas del conflicto 
armado de mi poderdante y su núcleo familiar.  
• Escritura pública número 603 del 01 de agosto del 2005 de la notaría única de paz de 
Ariporo.  
• Declaración juramentada de condición socio económica de mi poderdante y su núcleo 
familiar  
• Cedula de mi poderdante.  
• Cedula de la compañera permanente de mi poderdante.  
• Registro civil de nacimiento de la nieta de mi poderdante quien se encuentra bajo el 
cuidado del mismo.  
• Tarjeta de identidad de la menor nieta de mi poderdante. 
 

Del señor Juez, 

 
Atentamente, 
 
 

L Edith Gómez Palacios 
LUZ EDITH GOMEZ PALACIOS 
C.C. N° 46.673.450 de Duitama 
T.P. N° 182.536 C.S. de la J. 



 

 






































































